

TEXTO APROBADO EN LA COMISION PRIMERA DE LA HONORABLE CÀMARA DE REPRESENTANTES EN PRIMER DEBATE DEL PROYECTO DE LEY No 268 DE 2019
“POR MEDIO DE LA CUAL SE ESTABLECEN PRINCIPIOS Y PARÁMETROS GENERALES PARA LA MEJORA DE LA CALIDAD NORMATIVA EN LAS ENTIDADES DE LA RAMA EJECUTIVA DEL NIVEL NACIONAL Y TERRITORIAL”

EL CONGRESO DE COLOMBIA 

DECRETA

CAPÍTULO I

OBJETO, DEFINICIONES Y 

PRINCIPIOS DE LA CALIDAD NORMATIVA.

ARTÍCULO 1º. OBJETO. Tiene como fin establecer principios y parámetros generales para la producción, modificación o derogación de actos administrativos de carácter general, con el fin de garantizar la mejora de la calidad normativa en las entidades de la Rama Ejecutiva del nivel nacional y territorial.

ARTÍCULO 2°. DEFINICIONES. Para efectos de la presente Ley se entenderá por: 
AGENDA NORMATIVA: Es el instrumento que aplica la administración pública para planear a corto o largo plazo, las regulaciones que esta requiere promulgar, modificar o derogar para su buen funcionamiento, asimismo, se constituye como una herramienta que busca materializar el principio de transparencia y publicidad frente a los ciudadanos. 

ANÁLISIS DE IMPACTO NORMATIVO (AIN): Herramienta que le permite a la administración pública considerar los potenciales impactos, beneficios, costos y efectos que tendría la decisión de intervenir mediante la promulgación de una norma y garantizar que esta salvaguarde el interés general, considerando los impactos o riesgos de la actividad a regular y represente la mejor alternativa para atender una problemática específica. 
EVALUACION EX POST: Herramienta que le permite a la administración pública examinar la efectividad, impacto, resultados inesperados, fallas y factores de éxito de la decisión de intervenir mediante la promulgación de una norma para la atención de una problemática específica.
ARTÍCULO 3°. PRINCIPIOS DE LA CALIDAD NORMATIVA. El ciclo de producción normativa estará regido por los principios de eficacia, eficiencia, idoneidad, celeridad, competitividad, necesidad, proporcionalidad, publicidad, razonabilidad, seguridad jurídica y transparencia.
CAPÍTULO II

DE LA COMISIÓN INTERSECTORIAL  
PARA LA MEJORA NORMATIVA

ARTÍCULO 4º.  LA COMISIÓN INTERSECTORIAL PARA LA MEJORA NORMATIVA. Créese la Comisión Intersectorial para la Mejora Normativa que estará conformado por los siguientes integrantes con voz y voto: 
I. El o la Secretaria Jurìdica de Presidencia o un delegado.  
II. Un delegado del Ministerio de Hacienda y Crèdito Pùblico.
III. Un delegado del Ministerio de Justicia y del Derecho.

IV. Un delegado del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo

V. Un delegado del Departamento Administrativo de la Función Pública.
VI. Un delegado del Departamento Nacional de Planeación.
VII. Un delegado de la Agencia nacional de Defensa Jurídica del Estado. 

Adicionalmente, asistirán como invitados, con voz pero sin voto, los delegados de las siguientes entidades: 
I. Ministerio de las Tecnologías de la información y las Comunicaciones-TIC.

II. Superintendencia de Industria y Comercio 

III. Imprenta Nacional de Colombia 
La Comisión Intersectorial para la Mejora Normativa sesionará de forma ordinaria por lo menos cuatro (4) veces al año y de forma extraordinaria cuando, por la naturaleza de los temas a tratar así lo solicite alguno de sus integrantes. 
PARÁGRAFO PRIMERO. Los delegados a la Comisión Intersectorial para la Mejora Normativa deberán pertenecer a los niveles directivos o asesor que tengan a su cargo funciones relacionadas con la mejora normativa en la respectiva entidad.
PARÁGRAFO SEGUNDO.  La secretaría técnica de la Comisión Intersectorial para la Mejora Normativa estará ejercida por la Secretaria Jurìdica de Presidencia.

PARÁGRAFO TERCERO. La Comisión podrá́ invitar a sus sesiones a los funcionarios públicos, representantes del sector privado, académicos y demás personas que considere.

ARTÍCULO 5º.  La Comisión Intersectorial para la Mejora Normativa tendrá las siguientes funciones:
I. Promover la calidad Normativa.

II. Establecer los lineamientos de política de mejora de producción normativa y sus guías metodológicas.

III. Definir y promover el uso de estándares para la producción y evaluación normativa.

IV. Definir y promover estándares para la gestión, revisión y depuración del inventario normativo.

V. Velar por el cumplimiento de los principios de la calidad normativa mencionados en la presente ley.
CAPÍTULO III

DEL CICLO DE MEJORA DE LA

CALIDAD NORMATIVA 

ARTÍCULO 6. DEL INVENTARIO NORMATIVO. Los sujetos obligados deberán contar con su respectivo inventario normativo. Este deberá ser publicado en Sistema Único de Información Normativa (SUIN) o el que haga sus veces y en la respectiva página web de cada entidad, lo anterior sin perjuicio de lo establecido en las leyes especiales vigentes sobre la materia.
ARTÍCULO 7º. DE LA AGENDA NORMATIVA. La publicación de la agenda normativa futura será de carácter obligatorio por parte de los sujetos obligados. Esta publicación deberá hacerse a más tardar el 30 de octubre de cada año en el Sistema Único de Consulta Pública (SUCOP) o el que haga sus veces.

La agenda normativa definitiva se publicará a más tardar el 31 de diciembre de cada año, con el fin de socializar los proyectos de actos administrativos de carácter general que se pretender promulgar a futuro, modificar o derogar, así como el listado de actos administrativos de carácter general que serán objeto de Evaluación Normativa ex-post. 

La agenda normativa definitiva podrá modificarse cada mes y por una sola vez, siempre que los cambios que se realicen se encuentren debidamente justificados. Estas modificaciones serán de obligatoria publicación para el conocimiento de las partes interesadas.

ARTÍCULO 8º. ANÁLISIS DE IMPACTO NORMATIVO (AIN).  El Análisis de Impacto Normativo (AIN) deberá realizarse previo a la promulgación de un acto administrativo de carácter general que genere un impacto económico, social o ambiental.

El Análisis de Impacto Normativo (AIN) deberá tener como mínimo los siguientes elementos:
I. La exposición de la problemática que da origen a la necesidad de la intervención por parte de los sujetos obligados y los objetivos que esta persigue con la promulgación del acto adminsitrativo de carácter general.
II. La evaluación de los costos y beneficios de la expedición del acto administrativo de carácter general.
III. La identificación y descripción de las metodologías e indicadores que serán utilizados para evaluar el logro de los objetivos que persiguen los sujetos obligados con la promulgación del acto adminsitrativo de carácter general.
PARÁGRAFO PRIMERO. El informe y anexos que se obtengan de la realización del Análisis de Impacto Normativo (AIN) se publicará junto con el proyecto de acto administrativo de carácter general en el Sistema Único de Consulta Pública (SUCOP), o el que haga sus veces, según lo dispuesto en el artículo 9 de la presente ley.

PARÁGRAFO SEGUNDO. El Departamento Nacional de Planeación ejercerá el acompañamiento técnico de la aplicación del Análisis de Impacto Normativo (AIN) en la producción y promulgación de los actos administrativos de carácter general que realicen las entidades de la Rama Ejecutiva del nivel Nacional. 

ARTÍCULO 9º. CONSULTA Y PARTICIPACIÓN PÚBLICA. Los proyectos de actos administrativos de carácter general que se profieran por parte de los sujetos obligados deberán ser publicados en el Sistema Único de Consulta Pública (SUCOP) junto con la memoria justificativa, el estudio de Análisis de Impacto Normativo (AIN) y los demás estudios técnicos que los sustentan, con el fin de someterlos a consulta pública a los grupos interesados.

PARÁGRAFO. El tiempo mínimo de permanencia en consulta pública será de treinta (30) días para la primera publicación. Para la segunda publicación, luego de recibir y responder comentarios realizados al proyecto de acto administrativo, el tiempo mínimo en consulta pública será de quince días (15) so pena de declararse desierto el ciclo de producción normativa.
La respuesta a los comentarios a los que hace referencia este parágrafo deberá realizarse mediante una única audiencia pública convocada previamente por la respectiva entidad, dentro de los diez (10) días siguientes al cierre del periodo de comentarios.

ARTÍCULO 10º DEPURACIÓN DEL INVENTARIO NORMATIVO. Los sujetos obligados durante cinco (5) años a partir de la entrada en vigencia de la presente ley y de acuerdo a lo dispuesto en la agenda normativa de cada entidad o sector administrativo al que pertenezcan, deberán por cada acto administrativo de carácter general que se promulgue, derogar dos normas de esta misma naturaleza, siempre que estas regulen la misma materia.
Lo dispuesto en el presente artículo no aplica para los casos en los que exista un único acto administrativo de carácter general sobre la materia a reglamentar por parte de los sujetos obligados.

ARTÍCULO 11º. DIVULGACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. Los actos administrativos de carácter general que se profieran por parte de los sujetos obligados deberán ser divulgados a través del Sistema Único de Información Normativa (SUIN) o el que haga sus veces, lo anterior sin perjuicio de lo dispuesto en el Còdigo de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo artìculo 65, en lo relacionado con el principio de publicidad. 

ARTÍCULO 12º. EVALUACIÓN NORMATIVA EX­POST. Se deberá realizar la Evaluación Normativa ex-post de los actos administrativos de carácter general cada cinco (5) años contados a partir de su fecha de su promulgación, con el fin de evaluar su efectividad, impacto y resultados, de acuerdo a lo dispuesto en la agenda normativa de cada entidad o sector administrativo al que pertenezcan.

Teniendo en cuenta los resultados de la Evaluación Normativa ex-post los sujetos obligados podrán implementar modificaciones al acto administrativo de carácter general objeto de evaluación, con el fin de garantizar el máximo beneficio social.
CAPÍTULO IV 

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 13º PROYECTO DE LEY PARA DEPURACIÓN DEL INVENTARIO NORMATIVO. El Gobierno Nacional, a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, cada dos (2) años deberá presentar un proyecto de ley al inicio de la legislatura correspondiente, donde se identifiquen las disposiciones de rango legal que deben ser derogadas del inventario normativo, como producto de lo dispuesto en la agenda normativa de cada entidad.

ARTÍCULO 14º ACTUALIZACIÓN DEL SUIN. El Ministerio de Justicia y del Derecho dentro publicará en el Sistema Único de Información Normativa (SUIN) o el que haga sus veces, el listado de los actos administrativos de carácter general y las leyes que hayan sido promulgadas, modificadas o derogadas.
Para el cumplimiento de este fin, la Imprenta Nacional de Colombia y las demás entidades públicas competentes, remitirán sin costo la información que requiera el Ministerio de Justicia y del Derecho.
ARTÍCULO 15º. UNIFICACIÓN DE LOS SISTEMAS DE INFORMACIÓN. El Gobierno Nacional propenderá por unificar los sistemas de información que se encuentren relacionados con el ciclo de producción normativa del Estado.
ARTÍCULO 16º DESIGNACIÓN DE COMPETENCIAS. Las oficinas asesoras o las direcciones jurídicas o de planeación de los sujetos obligados, según el caso, serán las responsables de liderar el desarrollo e implementación de la política de mejora de producción normativa y de lo dispuesto en la presente ley.
ARTÍCULO 17º RESPONSABILIDAD DISCIPLINARIA. El no cumplimiento de los lineamientos y criterios fijados por la Comisión Intersectorial para la Mejora Normativa y el Departamento Nacional de Planeación, así como de lo dispuesto en la presente ley, constituirá falta disciplinaria para el servidor público que le haya sido asignado dicha competencia.

ARTÍCULO 18º. IMPLEMENTACIÓN NACIONAL Y TERRITORIAL. Los sujetos obligados tendrán un plazo máximo de doce (12) meses para dar cumplimiento a lo dispuesto en la presente ley, salvo que otra disposición en la misma indique un término diferente, para ello deberán hacer los ajustes institucionales, normativos, administrativos y financieros con cargo a su presupuesto que sean necesarios.
El Departamento Nacional de Planeación reglamentará las condiciones de implementación, revisión y plazos para el cumplimiento, así como los casos en los cuales se exceptúa la aplicación de lo dispuesto en la presente ley. 

Para la atención de dicha facultad regulatoria el Departamento Nacional de Planeación contará con un término de seis (6) meses a partir de su entrada en vigencia de la presente ley.
ARTÍCULO 19º. VIGENCIA. La presente ley rige a partir del momento de su promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 
En los anteriores términos fue aprobado con modificaciones el presente Proyecto de Ley según consta en Acta No. 48 de sesión remota de Junio 01 de 2020. Anunciado entre otras fechas, el 22 de Mayo de 2020 segùn consta en Acta No. 47 de sesión remota de la misma fecha.  

JUAN FERNANDO REYES KURI

JUAN CARLOS LOZADA VARGAS
Ponente Coordinador
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